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RESUMEN: El ejercicio del derecho de defensa del demandado en un juicio civil se desglosa 
en cuatro facultades procesales, las que, si bien comparten un mismo fundamento, se dis-
tinguen de las cargas procesales en cuanto a los efectos de su incumplimiento en la etapa de 
discusión del juicio civil declarativo. Este artículo analiza dichas facultades en el marco de las 
leyes procesales civiles de Chile y Alemania con el objetivo de identificar las condiciones que 
hacen efectivo el derecho de defensa en un proceso civil y los mecanismos procesales que ha-
cen probable la tutela judicial efectiva de la parte demandada.

Palabras clave:  Interés del demandado, relación jurídica procesal, etapa de discusión judicial, 
buena fe procesal, contestación de la demanda.

ABSTRACT: The exercise of the defendant’s rights of defense in a civil trial is broken down 
into four procedural prerogatives, which, although sharing the same foundation, are distin-
guished from procedural charges in terms of the effects of non-compliance in the discussion 
stage of a declarative civil trial. This article analyzes these prerogatives within the framework 
of the Chilean and German civil procedural laws to identify the conditions that make the 
right of defense effective in a civil proceeding and the procedural mechanisms that make 
effective judicial protection of the defendant probable.

Keywords:  Interest of the defendant, procedural legal relationship, judicial discussion stage, 
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I. INTRODUCCIÓN

Casi todos los estudios sobre la tutela judicial efectiva se enfocan en el punto de vista 
del demandante que reclama el acceso a la justicia para hacer valer un supuesto derecho 
o interés legítimo. De igual importancia para la tutela judicial efectiva es, sin embargo, 
la posibilidad de que el demandado pueda repeler eficazmente una pretensión que, desde 
su punto de vista, es injustificada1. Este artículo examina las diversas formas en que la ley 
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procesal chilena reconoce este interés del demandado durante la etapa de discusión de un 
juicio civil declarativo y el rol que juega, en particular, la contestación de la demanda una 
vez que el litigante fue emplazado. Para ello se utiliza un aparato conceptual elaborado por 
la dogmática alemana para su ley procesal civil y que ha sido muy influyente en la cultura 
jurídica del sistema continental.

Lo primero que se debe advertir es que la etapa de discusión de los juicios civiles 
en general, y el contenido de la contestación de la demanda en particular, prácticamente 
no han variado en Chile desde que comenzó a regir en 1903 el Código de Procedimiento 
Civil (CPC). En 2015, por ejemplo, la reforma procesal más importante que ha aprobado 
el Congreso en las dos primeras décadas de este siglo, introdujo la tramitación electrónica 
y reemplazó el expediente escrito por una carpeta electrónica en la Oficina Judicial Virtual 
que contiene “los escritos, documentos, resoluciones, actas de audiencias y actuaciones 
de toda especie que se presenten o verifiquen en el juicio” (art. 29 CPC reformado por el 
art. 12 de la Ley Nº 20.886)2, pero sin abordar el contenido normativo de los actos proce-
sales que se consignan en ella3. Las reformas posteriores de 2020 (Ley Nº 21.226) y 2021 
(Ley Nº 21.394), en tanto, también tuvieron el mismo fin de hacer más eficiente la litiga-
ción a través del uso de la tecnología, sobre todo por los desafíos que provocó la pandemia 
del COVID-19. No obstante, en lo relativo al contenido de los actos procesales ninguna 
de estas leyes supuso un cambio significativo, lo que implica que el escenario legal es más o 
menos el mismo que hace ciento veinte años.

Por eso, un estudio dogmático del derecho de defensa que toma como punto de 
partida preceptos legales que fueron ideados a fines del siglo XIX debe ampliar el campo de 
reflexión e interpretarlos a la luz de los cambios normativos y culturales posteriores, tanto 
en el marco constitucional interno como en el derecho comparado. Este artículo sigue di-
cho camino al tomar en cuenta dos circunstancias significativas. Por un lado, la vigencia del 
principio de buena fe procesal en los diversos ordenamientos jurídicos contemporáneos y 
su positivación en la ley chilena, ya que, si bien este principio había sido reconocido pre-
viamente por la jurisprudencia4, su marco legal entrega categorías normativas más precisas 
para evaluar los efectos de los actos procesales5. Por el otro, la tesis de la dogmática procesal 
alemana que concibe al juicio como una relación jurídica procesal en donde tienen cabida 
derechos, deberes, obligaciones, facultades y cargas procesales.

Estas dos circunstancias son fundamentales para superar la idea vagamente difundida 
de que el demandado civil es alguien que puede elegir entre varias “actitudes” aquella que 

2  Larroucau (2017) pp. 198-219.
3  Hunter (2020) p. 482.
4  Carretta (2008) p. 106.
5  Art. 2 letra d), Ley Nº 20.886 de 2015: “Principio de buena fe. Las partes, sus apoderados y todos quienes 
intervengan en el proceso conforme al sistema informático de tramitación deberán actuar de buena fe. // El 
juez, de oficio o a petición de parte, deberá prevenir, corregir y sancionar, según corresponda, toda acción u 
omisión que importe un fraude o abuso procesal, contravención de actos propios o cualquiera otra conducta 
ilícita, dilatoria o de cualquier otro modo contraria a la buena fe”.
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más le convenga para mantener el statu quo previo al juicio6. Al mismo tiempo, este esquema 
conceptual permite comprender de un modo coherente la jurisprudencia civil en esta materia.

Este trabajo se divide en cinco partes contando esta introducción. En primer lugar, 
se examina (II) el modo en que se configura el interés del demandado en la relación jurídi-
ca procesal y el fundamento de su derecho de defensa. Aquí se analiza la relación entre las 
facultades y las cargas procesales, así como el motivo por el cual la pasividad del deman-
dado debe producir efectos durante el juicio. En la siguiente parte, (III) se identifican las 
cuatro principales facultades de defensa que tiene el demandado en un procedimiento de-
clarativo y su vínculo con la contestación de la demanda, así como con las demás actuacio-
nes procesales de la etapa de discusión. Luego, se estudian (IV) las consecuencias procesales 
específicas de la pasividad del demandado durante el emplazamiento. En último término, 
en tanto, se distinguen (V) tres mecanismos procesales de la etapa de discusión que asegu-
ran la efectividad de la defensa del demandado.

II. EL INTERÉS DEL DEMANDADO EN DEFENDERSE EN UNA 
RELACIÓN JURÍDICA PROCESAL

El punto de partida para enfocar dogmáticamente la defensa del demandado en un 
juicio civil patrimonial es su rol en la relación jurídica procesal. De acuerdo con una com-
prensión asentada en la dogmática contemporánea, un proceso civil se construye en base a 
relaciones jurídicas procesales7, siendo una de ellas la que se forma entre las partes y, otra, 
la relación que existe entre los litigantes y el Estado que interviene en el conflicto mediante 
un tribunal que ejerce jurisdicción8. Esta categoría aporta el fundamento a todos los efectos 
jurídicos asociados a cualquier actuación procesal, sea en forma de un derecho, obligación, 
deber, facultad o carga9.

El primer paso para formar esta relación, por cierto, le corresponde al actor. En vir-
tud del derecho de acción, el actor tiene el poder de imponer unilateralmente al demanda-
do las cargas y obligaciones propias de un juicio. O sea, una vez notificado, el demandado 
se ve –contra su voluntad– inserto en una relación jurídica en virtud de la cual debe incu-
rrir en costos, tiempo y esfuerzos para evitar perder el juicio con el desmedro patrimonial 
que ello significa. En este sentido, hay que recordar que Bello rompe con el Code francés de 
1804 (art. 1700) y considera litigioso el derecho “desde que se notifica judicialmente la de-
manda” (art. 1911 inciso 2° del Código Civil), no desde su contestación10. A esto se suma, 
además, el hecho de que la ley procesal civil chilena permite afirmar que el juicio comienza 
con la sola presentación de la demanda (art. 253 CPC)11.

6  Romero (2021) p. 210.
7  Sobre su origen y evolución en la dogmática procesal alemana, Blomeyer (1963) pp. 61 ss. En cuanto a la 
aceptación de esta idea en la dogmática procesal chilena, Romero (2014) pp. 10-12.
8  Schilken (2010) p. 35.
9  Blomeyer (1963) p. 61. En la dogmática procesal chilena, Bordalí, Cortez y Palomo (2013) p. 142.
10  Prado (2022) pp. 3-7.
11  Cortez (2022) pp. 185-187.
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De acuerdo con una concepción moderna del derecho, en tanto, la justificación de 
este poder de sometimiento unilateral del demandante se encuentra en la garantía de la 
tutela judicial12. Al prohibir la autotutela, el Estado asegura a las personas una vida libre de 
la coerción arbitraria (esto es, desregulada) que otros pudieran ejercer en su contra al per-
seguir sus propios intereses, con o sin fundamento jurídico, considerando que el interés en 
demandar “nace después, en el momento en que el derecho subjetivo o el interés jurídico 
comienzan a encontrarse en un estado de insatisfacción”13. La contrapartida de esta protec-
ción es el hecho de participar, por iniciativa unilateral de quien pretende cambiar el statu 
quo, en un proceso judicial destinado a resolver el conflicto, un juicio que se desenvolverá 
con racionalidad y respeto por el interés de ambas partes14.

El principio dispositivo, entonces, le entrega al actor la facultad de formular los tér-
minos de la disputa según lo que mejor le convenga a su interés dentro del margen legal. 
En este acto de apertura, el demandante tiene plena libertad respecto al contenido de la de-
manda (art. 254 Nos 4 y 5 CPC). Sin embargo, una vez notificada la demanda y constituida 
la relación jurídica procesal, el objeto del juicio se consolida en sus dimensiones objetiva 
y subjetiva. La disputa deja de estar a disposición exclusiva del demandante y cobran im-
portancia otros intereses, especialmente el que tiene el demandado en una defensa efectiva, 
además de los intereses generales de la administración de justicia de resolver el conflicto de 
acuerdo con el derecho vigente (art. 10 inciso 2° del Código Orgánico de Tribunales de 
1943, COT). En otras palabras, en el marco de la litispendencia la ley reconoce el interés 
del demandado en una defensa efectiva por el solo hecho de que está siendo parte de un 
proceso judicial, de modo tal que, la contrapartida del poder de sometimiento del actor es 
que, una vez iniciado el juicio y pendiente la disputa, el demandado no está al arbitrio del 
demandante, sino que situado dentro de un espacio público –el debido proceso– que ga-
rantiza la igualdad de las posiciones entre las partes. Este debido proceso tiene rango cons-
titucional en la justicia chilena (art. 19 Nº 3 inciso 6° de la Constitución de 1980).

En esta relación jurídica procesal radica el fundamento moderno del derecho de 
defensa del demandado: si a una persona que afirma públicamente tener un derecho (el de-
mandante) el sistema jurídico le concede la facultad de someter a otra (el demandado) a las 
cargas, obligaciones y deberes propios de un juicio, esta última debe estar en condiciones, a 
su vez, de poder hacer todo lo que esté a su alcance para demostrar que el derecho preten-
dido o el interés legítimo que se alega no existe, o bien, no le afecta. Esta idea central, que 
fuera identificada a raíz de la codificación procesal civil alemana por Heinrich Degenkolb 
algunas décadas antes de la codificación procesal civil chilena, en 1877, nos entrega el fun-
damento para interpretar las normas procesales que regulan el interés del demandado en la 
etapa de discusión del juicio civil.

12  García y Contreras (2013) pp. 245-247.
13  Bordalí (2000) p. 89.
14  Degenkolb (1877) pp. 30 ss.
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1.	 El derecho de defensa del demandado y su fundamento

En la litigación civil chilena, las partes siempre han tenido libertad para fijar el con-
tenido de las actuaciones mediante las cuales ejercen sus prerrogativas procesales. El Regla-
mento de Administración de Justicia de 1824 que rigió durante buena parte del siglo XIX, 
por ejemplo, reconoció esta libertad argumentativa al disponer que “la Corte de Apelacio-
nes, i cualesquiera otras autoridades i juzgados, guardarán a los abogados i defensores de las 
partes la justa libertad que deben tener por escrito i de palabra para defender los derechos 
de sus clientes” (art. 155). Esta es una idea que pervive hasta el día de hoy, tal como se 
aprecia, por ejemplo, en la forma en que el Código de Ética de 2011 del Colegio de Aboga-
dos de Chile reguló los límites a la argumentación del litigante (art. 97).

En términos generales, esta “justa libertad” del demandado a la hora de enfrentar la 
demanda evoca un diseño procesal de larga data. En el derecho romano, por ejemplo, la 
litis contestatio surge en el contexto de las legis actiones, en el ordo iudiciorum privatorum, 
otorgando la posibilidad de producir el efecto de una novación: el derecho afirmado en la 
demanda y controvertido en la contestación pasa a ser un derecho litigioso15. Esta libertad 
para ser oído se mantiene, por cierto, en el derecho intermedio, tal como lo revela el dere-
cho indiano vigente durante el régimen colonial en Chile16.

Ahora bien, en términos conceptuales, la “justa libertad” del demandado se puede 
concebir de dos formas: (1) como una licencia para adoptar múltiples “actitudes” de com-
bate adversarial, o bien, (2) como un derecho de defensa ante una demanda que la parte 
emplazada considera injustificada. En las décadas previas a la codificación procesal civil, lo 
que primó fue la primera de estas concepciones, que veía en la libertad del demandado una 
licencia para actuar. Por ende, la litigación en Chile se consideraba un combate en donde el 
demandado usaba todos los medios “respecto de su contrincante, a fin de que este no logre 
su objeto; o a fin de que, si lo logra, lo alcance tarde, mal i nunca”17. Esta creencia calzaba 
más o menos bien con la concepción adversarial del proceso civil desarrollada por la dogmá-
tica alemana del siglo XIX, que tiene su más brillante expresión en la obra de Adolf Wach18.

El Código de Procedimiento Civil que comenzó a regir en 1903, en cambio, reguló 
la contestación de la demanda y otras actuaciones procesales como parte del juicio civil 
declarativo de mayor cuantía, lo que sirve de punto de partida para concebir dichas actua-
ciones en términos de un derecho de defensa. Esta segunda concepción se ve reforzada por 
el rango constitucional que alcanzó esta garantía durante el siglo XX, bajo el carácter de un 
derecho fundamental. Esto es así, a pesar de que en la cultura jurídica interna subsistieran 
algunas expresiones de la idea decimonónica del combate entre las partes. Una de las más 
importantes a este respecto ha sido la interpretación judicial de la rebeldía del demandado 
como una forma de rechazar tanto los hechos como los argumentos jurídicos afirmados por 
el actor, sin necesidad de que el demandado tenga que comparecer ante el tribunal19. Esta 

15  Fernández (1969) pp. 243-293; Kaser y Hackl (1996) pp. 299 ss. 
16  Dougnac (2006) pp. 432-454.
17  Bravo (1898) pp. 6-7 (destacado en el original).
18  Pérez (2014) pp. 533-539.
19  Carrasco (2010) pp. 13-14.
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tesis es un remanente de la visión combativa y licenciosa del proceso y, por lo mismo, debe 
ser abandonada. A diferencia de la libertad argumentativa como una licencia del deman-
dado para mantener el statu quo, concebirla como un derecho de defensa explica de mejor 
manera el núcleo que se consolidó en los textos constitucionales durante el siglo XX: el 
derecho a ser oído (como emanación del debido proceso) y el principio dispositivo (como 
expresión de la autonomía privada).

En cuanto al derecho a ser oído, el proceso judicial exige que todo aquel que podría 
ser afectado por una decisión judicial de cualquier tipo tenga la oportunidad de influir de 
manera efectiva en el ámbito en que se toma tal decisión20. Esta posibilidad de influir se 
traduce, como se verá más adelante, en el ejercicio de facultades concretas que permiten 
defenderse, es decir, desvirtuar la pretensión que hace valer el actor. El principio dispositi-
vo, en tanto, resguarda la autonomía de todo aquel que litiga en un juicio civil y, en lo que 
respecta al demandado, se refleja en varias actuaciones durante la formación del debate, 
desde su facultad de disponer del objeto del juicio (art. 313 CPC) hasta la de influir en los 
hechos que deben ser probados (arts. 309 Nº 3 y 318 CPC).

En síntesis, el derecho a desvirtuar la pretensión que el actor hace valer frente al tri-
bunal se funda, por un lado, en la idea de que todo aquel que podría ser afectado por un 
proceso judicial debe tener la oportunidad de influir en su resultado y, por el otro, en la 
premisa de que las posiciones jurídicas en materia civil deben ser deferentes con la autono-
mía de las partes. En lo que respecta al demandado, en concreto, ambos supuestos condu-
cen a una doble conclusión: que el litigante emplazado dispone de facultades procesales de 
defensa, es decir, de prerrogativas tendientes a evitar que el juez civil reconozca de manera 
definitiva la pretensión del demandante y, además, que su falta de ejercicio debe tener uno 
o más efectos en el juicio.

2.	 La pasividad del demandado y sus consecuencias procesales

En las relaciones sociales modernas, el silencio normalmente no acarrea consecuen-
cias jurídicas adversas. Distinta es la situación de quien es sometido de manera unilateral y 
legítima al proceso civil por quien demanda, ya que, una vez que se constituye la relación 
jurídica procesal la pasividad de las partes deja de ser inocua como lo es, en general, fuera 
del proceso. Desde el punto de vista del demandado, esto se hace evidente si se compara su 
posición con la situación jurídica anterior al juicio, ya que el conflicto se suele judicializar 
por la resistencia del demandado a cumplir con la pretensión que el demandante le plantea 
de forma extrajudicial, resistencia que puede ser tan intensa que cancele cualquier intento 
de resolver el conflicto por un medio autocompositivo. Es por esto por lo que durante el 
juicio el demandado tiene un incentivo para mantener su actitud previa al emplazamiento, 
que es la que favorece el statu quo. Esto es precisamente lo que cambia una vez constituida 
la relación jurídica procesal. En el marco de la litispendencia, es posible atribuir consecuen-
cias adversas a la pasividad o indisposición del demandado, pues, sin un sesgo normativo 
en contra de la inacción del demandado el proceso civil reproduciría la situación de pen-

20  En la dogmática procesal alemana, Waldner (2000) pp. 166 ss. En lo que se refiere a la dogmática procesal 
chilena, Hunter (2010) pp. 214-216. 
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dencia incierta del conflicto previo a su judicialización, lo que socava la seguridad jurídica 
que la función jurisdiccional quiere instaurar. Luego, la pasividad del demandado sin con-
secuencias para él no es una opción para el proceso civil.

Esta conclusión permite precisar lo dicho recién sobre el sometimiento unilateral 
que apertura la relación jurídica procesal: ¿En qué sentido el demandante “somete” uni-
lateralmente al demandado a un proceso? Lo somete unilateralmente porque lo inserta en 
una relación jurídica en la que la pasividad es riesgosa y, de esta forma, queda sometido a la 
exigencia de participar en una discusión pública dirigida hacia la solución de un conflicto 
mediante la aplicación del derecho vigente. Las normas que articulan esta exigencia de co-
municación son las reglas procedimentales del proceso civil, las cuales son cada vez menos 
rígidas y contemplan múltiples actuaciones de las partes, desde el desistimiento del actor 
(art. 150 CPC) al allanamiento del demandado (art. 313 CPC).

Las consecuencias adversas que genera esta presión por defenderse pueden ser de dis-
tinto tipo, tanto extraprocesales como procesales. En algunas formas procesales del pasado, 
por ejemplo, se regulaba un deber de contestación cuyo incumplimiento permitía afectar la 
libertad del demandado, forzándolo a comparecer en juicio21. En el proceso moderno, en 
cambio, se opta por establecer cargas procesales que atribuyen consecuencias procesales ad-
versas a la inacción, vistas como “adversas” porque hacen más probable, aunque no cierta, 
la derrota judicial del demandado.

Estas consecuencias adversas pueden tener varias intensidades. En el modelo de con-
fesión ficta alemán, por ejemplo, es muy probable que la inacción acarree la derrota, en la 
medida en que el tribunal puede acoger la demanda contra quien no comparece, siempre 
que los enunciados de hecho de la demanda sean adecuados para dar lugar al efecto jurídi-
co pedido (§ 331 II de la Zivilprozessordnung de 1879, reformada en 2002, ZPO). Una re-
gla semejante a la que rige en el procedimiento laboral chileno, en donde el juez puede te-
ner por aceptados los hechos si el demandado no contesta la demanda (art. 453 Nº 1 inciso 
7º del Código del Trabajo). El Tribunal Constitucional chileno, por su parte, ha resuelto 
que este diseño procesal se ajusta al debido proceso22. El modelo de la contestación ficta en 
el resto de la litigación civil chilena, en tanto, aunque tiene un efecto adverso menos inten-
so, también sirve para ilustrar que la pasividad del demandado no es inocua, pues, al menos 
implica la preclusión del ejercicio de excepciones que podrían ser decisivas para ganar el 
juicio. Una norma semejante es la que rige, por ejemplo, en Ecuador (arts. 151 incisos 2º y 
3º y 157 del Código Orgánico General del Proceso de 2016).

En definitiva, aunque es la regulación procesal la que dibuja el contexto normativo 
dentro del cual opera el derecho del demandado de influir en un resultado favorable en el 
juicio, desde el punto de vista dogmático es preciso definir si su posición corresponde al 
ejercicio de una facultad o al cumplimiento de una carga. En ambos escenarios, el derecho 
de defensa del demandado se proyecta en distintas direcciones.

21  Vogt (2018) p. 264. Sobre la “indefensión” romana y sus variedades según el tipo de acción, Kaser y Hackl 
(1996) pp. 274 ss.
22  Tribunal Constitucional, 14/05/2009, rol 1384, inaplicabilidad (Suárez con Gastronómica del Mar S.A.), 
considerando 7°.
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3.	 ¿Facultad de defenderse o carga de defenderse?
En la cultura jurídica chilena se afirma que la posición del demandado se caracteriza 

por “la carga procesal de comparecer para defenderse”23. Esto hace necesario aclarar la relación 
entre una facultad procesal y una carga procesal en lo que respecta al interés del demandado. 
Para efectos de este estudio, una facultad procesal describe toda posibilidad de las partes de 
realizar una actuación que haga más probable una sentencia favorable24. Las facultades de 
defenderse que se conceden en virtud de los criterios antes referidos (derecho a ser oído y 
principio dispositivo) son las que reconocen la posibilidad de excepcionar, controvertir he-
chos, discutir el derecho, ofrecer y rendir prueba, observar los resultados probatorios, y así.

Una carga procesal, en cambio, es una categoría conceptualmente independien-
te de una facultad, pues, define una exigencia de comportamiento dirigido a obviar una 
desventaja procesal, es decir, a evitar una situación que hace más probable una sentencia 
desfavorable25. Este comportamiento puede consistir en el ejercicio de una facultad pro-
cesal –como la carga de ejercer la facultad de controvertir hechos con el riesgo que, de lo 
contrario, se consideren admitidos–, pero no es necesario que lo sea. Esto llevó a James 
Goldschmidt a denominar a estas situaciones, en las que hay una carga de ejercer una fa-
cultad, como casos de concurrencia entre facultad y carga. A diferencia de estos escenarios, 
existen cargas que se cumplen mediante actos distintos al ejercicio de una facultad como, 
por ejemplo, la consignación de una cantidad de dinero para litigar o para pedir que se 
inhabilite a un juez, en donde no se ejerce una facultad, sino que se trata de un comporta-
miento que es necesario para evitar el desventajoso bloqueo a incidentar, tal como lo ilustra 
la carga del incidentista frecuente del artículo 88 CPC.

En síntesis, facultad y carga procesal son conceptos distintos, pero están conectados 
cuando el ejercicio de una facultad es el comportamiento exigido para evitar el efecto ad-
verso de una carga. A partir de esta aclaración, Goldschmidt distingue dos tipos de conse-
cuencias para el no ejercicio de la facultad: una consecuencia general y consecuencias espe-
ciales de carácter eventual 26. La consecuencia general es la pérdida de la facultad procesal: 
la “consecuencia preclusiva” (art. 64 inciso 2° CPC y § 230 ZPO). En virtud de la garantía 
constitucional de obtener una decisión en un plazo razonable y la consiguiente ordenación 
temporal del proceso judicial, las facultades se deben ejercer en oportunidades determina-
das y su no ejercicio tiene como consecuencia su pérdida, es decir, la imposibilidad de in-
fluir favorablemente en la decisión judicial. En este sentido, todas las facultades procesales 
van unidas a la carga de perderla en caso de no ejercerlas en forma oportuna, lo que origina 
el dicho: “quien puede – debe”27.

23  Bordalí, Cortez y Palomo (2013) pp. 126-128 (destacado en el original).
24  Aquí nos orientamos por el concepto de “derecho procesal” de Goldschmidt (1925) pp. 268 ss.
25  Este es el concepto clásico de Goldschmidt (1925) pp. 252 y 335, quien, sin embargo, no acude a la no-
ción de facultad, sino que emplea la de “derecho” procesal, en la que incluye tanto las expectativas como las 
posibilidades procesales, además de las liberaciones de cargas procesales. Por nuestro lado, en tanto, al hablar 
de facultad procesal, nos limitamos a lo que Goldschmidt denomina posibilidades procesales. Véase, además, 
Goldschmidt (1929) p. 71. 
26  Goldschmidt (1925) pp. 345 ss.; Goldschmidt (1929) p. 77.
27  Goldschmidt (1929) p. 74.



 41 
Revista Chilena de Derecho, vol. 50 Nº 2, pp. 33 - 57 [2023]

Larroucau Torres,  Jorge / Vogt Geisse,  Thomas  “El interés del demandado en su defensa en la etapa de discusión …”

A la preclusión, en tanto, pueden sumarse algunas consecuencias especiales, las que 
suelen ser “consecuencias ficticias”28 y que son desfavorables para la parte titular de la facul-
tad precluida. En esta categoría está, por ejemplo, la confesión ficta contra el demandado 
que no comparece a defenderse en el proceso civil alemán (§ 331 I ZPO). Tal como se verá 
a continuación, estos matices conceptuales son necesarios para examinar de mejor forma el 
contenido normativo de las actuaciones del demandado, las consecuencias de su pasividad 
y los mecanismos procesales que fortalecen su tutela judicial efectiva en un procedimiento 
civil declarativo en Chile. Todo ello permite concebir el derecho de defensa en términos 
positivos, como una acción que lleva adelante el demandado, y no como una simple omi-
sión por razones estratégicas.

III. LAS FACULTADES DEL DEMANDADO EN LA ETAPA DE 
DISCUSIÓN DEL JUICIO CIVIL

El juicio civil declarativo contempla, por lo menos, cuatro facultades que el deman-
dado puede ejercer para defenderse: la facultad de interponer excepciones procesales, la de 
relatar o reconocer hechos, la facultad de ofrecer una calificación jurídica propia del caso y la 
de interponer excepciones perentorias. Antes de analizar cada una de ellas, es preciso llamar 
la atención sobre una distinción adicional que se observa entre estas facultades y la actuación 
procesal prevista en la ley para ejercerlas. Este es un punto que la Corte Suprema chilena ha 
reconocido tradicionalmente al distinguir entre excepción y defensa en un sentido estricto, 
como dos cuestiones sustantivas que difieren del escrito a través del cual se hacen valer:

la excepción involucra la formulación de cualquier hecho jurídico que afecte ora el ejercicio 
de la acción (excepciones dilatorias) ora su vida misma (excepciones perentorias). Un acto de 
defensa que constituye la negación del derecho del actor no importa una excepción en el sen-
tido legal. Negar una acción no significa operar una excepción29.

En lo que sigue, entonces, el análisis se detiene en las facultades procesales del de-
mandado, con independencia de si se ejercen a través de la contestación de la demanda o 
mediante otras actuaciones autorizadas por la ley o el tribunal. Si bien la contestación es el 
medio paradigmático con el que cuenta el demandado para ejercer estas facultades de de-
fensa, no equivale a ellas. La contestación de la demanda es una actuación procesal, siendo 
las defensas o excepciones su contenido, de la misma forma en que la demanda del actor no 
se identifica con la pretensión que ella contiene.

Una vez aclarado este punto es posible distinguir el contenido normativo de las 
facultades de defensa del demandado. Este puede defenderse por cuatro vías: (1) invocar 
hechos que acusan un defecto procesal que impide al juez decidir el conflicto (actuación 
procesal: escrito de excepciones procesales), (2) afirmar que los hechos que sustentan la 
demanda son efectivos o no (actuación procesal: escritos de contestación o dúplica), (3) 

28  Goldschmidt (1929) p. 77, aunque pueden existir otras, Goldschmidt (1925) p. 348.
29  Rioseco (1995) p. 113.
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negar que los hechos afirmados en la demanda den lugar al efecto jurídico que el deman-
dante pretende porque tienen una calificación jurídica diversa (actuación procesal: escritos 
de contestación o dúplica), o bien, (4) invocar hechos que permitan aplicar una disposición 
impeditiva, extintiva o inhibidora del derecho alegado por el actor mediante excepciones 
perentorias (actuación procesal: escritos de contestación o de excepciones perentorias).

1.	 Facultad de interponer excepciones procesales

Las objeciones procesales en el juicio ordinario de mayor cuantía no se hacen valer 
en la contestación de la demanda, sino que a través de excepciones dilatorias durante el tér-
mino de emplazamiento (arts. 303 y siguientes CPC). La interposición de estas excepciones 
implica el ejercicio de una facultad de oponer objeciones procesales, tal como se refleja en 
el encabezado del artículo 303 CPC que señala que son admisibles “como excepciones di-
latorias” las excepciones procesales ahí enumeradas. De igual manera, el artículo 304 CPC 
indica que algunas excepciones, a pesar de ser perentorias, pueden “oponerse y tramitarse 
del mismo modo que las dilatorias”. En otros términos, las llamadas excepciones dilatorias 
son aquellas de índole procesal que se tramitan en forma previa e incidental por razones 
de eficiencia y con el fin preventivo de eliminar de manera temprana vicios de nulidad del 
juicio30. Esta función nos permite afirmar que esta facultad es prioritaria con respecto a las 
demás que tiene el demandado.

Es por esto por lo que sería más preciso hablar de excepciones procesales de trami-
tación dilatoria o de previo y especial pronunciamiento, y excepciones procesales de reso-
lución conjunta. Esta nomenclatura permite discernir de mejor forma el tipo de excepción 
(procesal) del modo en que se deciden (dilatoria). La razón para ello es que las excepciones 
procesales también se pueden subdividir según el modo en que se tramitan y fallan: en di-
latorias, cuando son de previo y especial pronunciamiento, y en aquellas de resolución con-
junta con el objeto principal del juicio, cuando el juez reserva su decisión para la sentencia 
definitiva “si son de lato conocimiento” (art. 304 CPC).

Para ilustrar el ejercicio de esta facultad considérese el caso en que el demandado 
invoca la excepción de litispendencia, uno de cuyos fundamentos es el principio de la 
buena fe procesal en su variante de los actos propios, ya que sirve para inhibir las prácticas 
“inescrupulosas o fraudulentas” de quien reitera un juicio que él mismo inició y que aún 
no ha concluido31. El efecto de la resolución judicial que acoge esta excepción procesal de 
litispendencia es suspender –no terminar– el juicio mientras no finalice el primer litigio, 
con el propósito de evitar un doble gasto de recursos y cancelar el riesgo de sentencias con-
tradictorias32.

2.	 Facultad de controvertir o no los hechos

El demandado puede tomar su propia postura con respecto a los hechos narrados 
por el actor en su demanda e influir, de este modo, en la determinación del objeto de la 

30  Anabalón (1954) p. 121.
31  Ried (2015) pp. 225-231.
32  Ried (2015) pp. 211-212.
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prueba. Esta facultad tiene dos dimensiones, ya que el demandado puede negar tales he-
chos, o bien, reconocerlos. En cuanto a lo primero, el demandado no solo puede negar los 
hechos en forma explícita, sino que también tácita, a través de la contestación ficta de la 
demanda, una interpretación judicial que, tal como se indicó, es criticable porque, en es-
tricto rigor, “quien no contesta, simplemente no dice nada”33.

En lo que se refiere a reconocer los hechos narrados por el actor, en tanto, también 
hay que hacer algunas precisiones. Por lo pronto, el demandado puede contestar y reconocer 
los hechos de la demanda sin allanarse a la misma, aunque los efectos de ambas estrategias 
son similares: se elimina la fase probatoria y se cita a las partes a oír sentencia (art. 313 in-
ciso 1º CPC). La admisión de los hechos o reconocimiento es, entonces, un supuesto en 
donde el juicio se reduce a la disputa sobre la calificación jurídica del conflicto34. En este 
sentido, el demandado reconoce los hechos narrados por el actor si no contradice “en mate-
ria substancial y pertinente los hechos sobre que versa el juicio” (art. 313 inciso 1º CPC), de 
modo que su reconocimiento puede ser expreso o tácito35. El allanamiento, por el contrario, 
suele ser expreso cuando el demandado “acepta llanamente las peticiones del demandante” 
(art. 312 CPC), aunque nada obsta a que también sea tácito si este cumple con el interés 
que pretende satisfacer el actor mediante su demanda (por ejemplo, si paga la deuda)36.

Para que el demandado pueda ejercer esta facultad es necesario que el actor cum-
pla, por su parte, con las exigencias legales que regulan sus propias facultades, ya que “si 
la demanda no contiene una exposición clara y circunstanciada de los hechos, estos no se 
pueden admitir tácitamente”37. Dicho de otro modo, si el actor no afirma hechos específi-
cos en su demanda (art. 254 Nº 4 CPC) se expone al efecto desfavorable de que el juez no 
pueda tener por reconocidos tácitamente esos hechos ante la falta de controversia por par-
te del demandado. En lo que respecta a este último, en tanto, solo cuando afirma hechos 
“apropiados y específicos” al contestar la demanda el tribunal podrá juzgar si estos son o no 
adecuados al caso38.

La segunda consideración que merece esta facultad del demandado con respecto a 
los hechos es más fina y apunta a distinguir si lo que hizo la parte fue introducir, indicar 
o alegar hechos. En este sentido, la introducción se refiere a un hecho que el demandado 
presenta de forma “accidental” o “no consciente” en uno de sus escritos; la indicación de 
un hecho, en cambio, se refiere a una circunstancia que se menciona de manera conscien-
te, pero sin una valoración jurídica específica; y la alegación, por último, apunta a hechos 
que no solo se presentan de manera consciente, sino que también implican una calificación 
normativa precisa39. Esta distinción tiene un innegable mérito analítico, aunque es bastante 
difícil de llevar a la práctica en todos los casos que se litigan, pues, ello exigiría que el juez 
esté en condiciones de valorar la intencionalidad de los escritos en cada uno de los juicios 

33  Pinochet y Delgado (2021) p. 24.
34  Fernández (2017) pp. 105-107 y 114.
35  Delgado (2014) p. 507.
36  Núñez y Pérez (2014) p. 69.
37  Fernández (2017) p. 98.
38  Vogt (2018) pp. 254-256.
39  Hunter (2010) pp. 168-169.
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que conoce y con respecto a cada uno de los hechos que se mencionan. Es por ello por lo 
que debe preferirse la aproximación objetiva de las facultades procesales, que es la que per-
mite al juez tomar una decisión segura sobre qué efecto procesal se sigue de las presentacio-
nes del demandado en un contexto de litigación masiva.

3.	 Facultad de proponer una calificación jurídica al tribunal

La argumentación jurídica del demandado está condicionada a la causa de pedir de 
la demanda, ya que en ella el actor presenta “la exposición clara de los hechos y fundamen-
tos de derecho en que se apoya” (art. 254 Nº 4 CPC). Esta “exposición” es la que deja al 
demandado “en condiciones de defenderse con absoluta seguridad”40. Por lo mismo, si el 
actor no informa a su contraparte del fundamento de su demanda, el demandado puede ex-
cusarse de contestar oponiendo una excepción procesal por “ineptitud del libelo” (art. 303 
Nº 3 CPC), un control jurídico preliminar que “en caso alguno puede considerarse una 
sanción derivada del no cumplimiento de una carga” por parte del actor41. En efecto, lo que 
hace esta excepción procesal de ineptitud del libelo es permitir que el demandado ejerza 
su facultad de controlar las “narraciones sobreabundantes, relatos disonantes, vaguedades 
inexpresivas y/o conjeturas inverosímiles” que puede contener una demanda42. De allí que 
la jurisprudencia chilena haya calificado de abusivo el ejercicio de esta facultad solo cuando 
la excepción que se opone es “notoriamente injustificada”43.

En los procedimientos judiciales en materias de familia, además, la ley amplía este 
control del fundamento jurídico de la demanda a dos oportunidades procesales diversas: 
cuando el juez acoge a tramitación la demanda44 y, luego, en la audiencia preparatoria de 
juicio (art. 61 Nº 2 inciso 2º, Ley Nº 19.968, reformado por Ley Nº 20.286 de 2008) 
mediante algunas excepciones procesales y perentorias que puede hacer valer el demandado 
con anterioridad a la misma45. Este diseño legislativo permite matizar la afirmación de que 
un problema de la justicia civil chilena es la “falta de un control [judicial] efectivo del cum-
plimiento de la carga de la afirmación” de las partes, ya que esta crítica solo se aplica a la li-
tigación civil patrimonial y no a las leyes especiales: es el Código de Procedimiento Civil de 
1903 el que “carece de normas que aseguren que la controversia se precise con anterioridad”46.

En cuanto al ejercicio de esta facultad, por último, cabe tener en cuenta que la ju-
risprudencia ha ligado las dos principales exigencias del artículo 309 CPC que regula el 
contenido de la contestación de la demanda, esto es, “la exposición clara de los hechos y 
fundamentos de derecho en que se apoyan” (Nº 3) y “la enunciación precisa y clara, con-
signada en la conclusión, de las peticiones que se someten al fallo del tribunal” (Nº 4) con 
el derecho de defensa del demandado. Esto se puede constatar en los fallos que resuelven 

40  Anabalón (1954) p. 103.
41  Hunter (2015) p. 66.
42  Vogt (2018) pp. 268-269.
43  Tavolari (2004) p. 164.
44  Hunter (2009) p. 145.
45  Larroucau (2018) pp. 716-734.
46  Vogt (2018) pp. 272-273 (destacado en el original).
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que esta actuación procesal debe ser consistente y clara47, lo cual implica no solo una co-
herencia interna en el escrito de contestación48, sino que también una exhaustividad en 
cuanto al cumplimiento de sus requisitos legales, incluida su fundamentación jurídica. En 
la litigación laboral, además, se ha resuelto que la contestación de la demanda debe aportar 
al juicio un discurso que sea “convincente”49. Si a esto se suma el hecho de que la compa-
recencia a juicio no suele ser personal, sino que representada por un abogado (art. 1, Ley 
Nº 18.120), es fácil advertir la importancia que tiene esta facultad del demandado de califi-
car jurídicamente el caso en la práctica judicial.

4.	 Facultad de interponer excepciones perentorias

El demandado tiene la facultad de resguardar su interés atacando directamente los 
presupuestos de la acción que interpuso el actor (art. 309 Nº 3 CPC). En este sentido, 
el demandado puede oponer excepciones perentorias como, por ejemplo, el pago o la 
prescripción, las cuales enervan la acción y permiten que el tribunal dicte una sentencia 
definitiva que, como tal, resuelve la cuestión “objeto del juicio” (art. 158 inciso 2° CPC). 
Por tanto, su función es completamente distinta al de las excepciones procesales que, como 
se expuso antes, tienen como fin alegar vicios que impiden un pronunciamiento sobre el 
objeto del juicio. En la ley chilena, esta clasificación encuentra fundamento dogmático en 
la distinción entre excepciones “dilatorias (entiéndase: ‘procesales’) y perentorias”, trazada a 
propósito del juicio de mínima cuantía (art. 711 inciso 1º CPC). Su contenido, en tanto, 
ha sido desarrollado por la dogmática y la jurisprudencia a partir de casos concretos50. En el 
escenario de un tribunal que no tiene jurisdicción para conocer de un asunto determinado, 
por ejemplo, se ha sugerido que el demandado interponga una excepción procesal invocan-
do el artículo 303 Nº 6 CPC, lo que revela una concepción amplia de las excepciones pro-
cesales que incluye tanto “cuestiones que van desde la forma de los actos procesales” como 
“la observancia de condiciones de validez para que la relación procesal surta sus efectos, 
como ocurre con los presupuestos procesales de la jurisdicción y la competencia”51.

Debido a su conexión con el derecho sustantivo, entonces, el contenido de una ex-
cepción perentoria depende del ámbito jurídico en que se plantea. En los juicios de respon-
sabilidad civil extracontractual, por ejemplo, las estrategias del demandado que se defiende 
pueden reagruparse en tres tipos de excepciones perentorias: las que atacan los presupuestos 
de la acción (por ejemplo, alegar que la acción del demandante prescribió), las que dan 
cuenta de una causal eximente de responsabilidad (por ejemplo, el caso fortuito que produ-
jo el daño), o bien, las que configuran una causal de reducción de responsabilidad civil (por 
ejemplo, la culpa de la víctima que se expuso al accidente)52.

47  Corte Suprema, 05/09/2017 (Banco Santander Chile con Celedón), considerando 6°.
48  Carretta (2013) pp. 220-224.
49  Juzgado de Letras del Trabajo de Antofagasta, 10/01/2017 (Uncos con Ingeniería de Mantención y Servi-
cios Industriales Norte Ltda.), considerando 7°.
50  Romero (2021) pp. 213-226 y 241-243.
51  Romero (2004) pp. 188-191.
52  Pino (2015) pp. 193-199.
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Por último, la posibilidad de ejercer esta facultad en segunda instancia e interponer 
excepciones perentorias hasta antes de la vista de la causa (art. 310 inciso final CPC) abre 
un foco adicional de discusión dogmática. Se trata de una regla que asume que la apelación 
da lugar a un nuevo juicio y no a la revisión de uno ya existente, lo que permite al deman-
dado una litigación estratégica en cuanto a reservar una de estas excepciones para sorpren-
der al actor en la Corte53. El principio de buena fe procesal sirve para controlar este tipo de 
prácticas abusivas.

IV. LAS CONSECUENCIAS ESPECIALES DE LA 
INACCIÓN DEL DEMANDADO

Tal como se dijo con anterioridad, las facultades procesales del demandado durante la 
etapa de discusión del juicio civil están sujetas, al menos, a la sanción de preclusión, de modo 
que, si el demandado no excepciona, controvierte hechos o califica el derecho en las oportu-
nidades previstas, pierde esta facultad (art. 64 CPC para las facultades sometidas a un plazo).

Junto con ello, la omisión del ejercicio de una facultad puede dar lugar a consecuen-
cias adversas, adicionales y específicas con respecto a la preclusión. El motivo de esto, como 
también se adelantó, es que se trata de situaciones en que existe una carga asociada al no 
ejercicio de una facultad del demandado. Para analizar estos efectos adversos específicos 
cabe distinguir si su pasividad durante el emplazamiento es absoluta o relativa.

1.	 La inacción total durante el término de emplazamiento

El demandado puede guardar silencio ante la demanda de forma total o parcial. En 
el primer supuesto, el demandado está en rebeldía porque no contesta en la oportunidad 
legal (art. 78 CPC). La jurisprudencia ha resuelto que este silencio: “debe entenderse como 
una contestación ficta de la demanda, [lo] que significa desconocer los fundamentos sobre 
los cuales esta se apoya, desde que en este ámbito del derecho quien calla nada reconoce u 
otorga, a menos que una norma legal disponga lo contrario (considerando 8°)”54.

Esta presunción judicial, sin embargo, no impide que el demandado pueda aportar 
argumentos jurídicos en su favor más adelante, una vez que se decide poner fin a la rebel-
día. No obstante, su inacción total durante el emplazamiento sí hace precluir otras faculta-
des del demandado, como aquella que le permite interponer excepciones procesales, salvo 
un par de ellas (arts. 305 inciso final y 310 CPC), así como la facultad de dar fundamentos 
para su rechazo de los hechos narrados por el actor55.

En lo que respecta al tribunal, en tanto, la asimilación de la inacción absoluta del 
demandado a una negación total del contenido de la demanda puede llegar a distorsionar 
el efecto material de la cosa juzgada si el juez opta por la presunción judicial contraria y 
decide que no existe una controversia sobre los hechos (arts. 313 y 318 CPC). Esto es así 
porque, al no haber res iudicanda (hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos someti-

53  Núñez, Carrasco y Rojas (2019) p. 353.
54  Corte Suprema, 09/01/2011(Moreno con Agrícola Ariztía Limitada), considerando 8°.
55  Quintana (2017) p. 60.
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dos a prueba) no se justificaría la res iudicata en un sentido material que haga inmutable al 
fallo. Así ocurrió, por ejemplo, en un juicio de filiación en que se rechazó la excepción de 
cosa juzgada a pesar de que en el segundo juicio concurría la triple identidad exigida por la 
ley (art. 177 CPC), debido a que en el primer juicio no se rindió prueba sobre la identidad 
biológica del actor porque este se desistió de su acción, lo que impidió abrir un debate ju-
dicial en base a evidencias56. En otras palabras, la inacción total del demandado durante el 
emplazamiento puede repercutir negativamente en uno de los efectos más importantes de 
la sentencia definitiva: la cosa juzgada. El principio de congruencia (art. 160 CPC) refuerza 
esta misma conclusión, ya que “el juez debe abstenerse, en el momento de dictar senten-
cia, de valorar o desestimar un hecho alegado por el demandante y no controvertido por 
el accionado”57.

En esta misma línea, además, el silencio absoluto del demandado puede ocasionar 
un problema con respecto a la carga de la afirmación, ya que se trata de una actuación 
“indefinida” por parte del demandado, similar a quien contesta la demanda con un simple 
“yo no fui” o un “niego todo lo afirmado por el demandante”. Es por esto por lo que, en 
el evento de que hubiese un término probatorio o una audiencia de juicio, el demandado 
quedaría exento de probar los hechos extintivos, pues no tiene sentido imponer la carga de 
probar una negación indefinida58. Esto cobra aún más relevancia al advertir que el actor no 
dispone de un equivalente a la excepción dilatoria de ineptitud del libelo para controlar 
este tipo de falencias en el escrito de contestación.

A la luz de lo que se acaba de mencionar, es fácil advertir el motivo por el cual la 
presunción judicial que asimila la inacción total del demandado durante el emplazamiento 
a un rechazo de la demanda ha sido fuertemente cuestionada en la literatura procesal chi-
lena59. La jurisprudencia chilena contempla algunos efectos desfavorables para evitar esta 
estrategia del demandado, como, por ejemplo, negarle el derecho a pedir el abandono del 
procedimiento60, o bien, invertir la carga de la prueba en su contra a pesar de que se trate 
de una negación “indefinida”61.

.
2.	 La inacción parcial durante el término de emplazamiento

El silencio parcial del demandado comprende la hipótesis en que la contestación 
de la demanda no se refiere a todos los hechos narrados por el actor. En este caso, no hay 
una jurisprudencia que interprete su silencio parcial como una negación de tales hechos, la 
cual, como se acaba de ver, genera efectos procesales indeseables.

Por contrapartida, si el escrito de contestación es incompleto, tampoco se podría in-
terpretar el silencio del demandado con respecto a un hecho puntual como una aceptación 

56  Corte de Apelaciones de Temuco, 01/03/2012, considerando 14°.
57  Aguirrezabal y Pérez (2018) p. 318 (nota 105).
58  Peñailillo (1989) pp. 81-83.
59  Orellana y Pérez (2008) pp. 11-44.
60  Corte Suprema, 18/04/2018 (Scotiabank Chile con Vergara), considerando 9°.
61  Corte Suprema, 28/09/2017 (Eliana Elizabeth Eyzaguirre Gálvez E.I.R.L. con Urbina), considerando 12°.
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de este. Al igual que la confesión (art. 401 CPC), la contestación es un acto indivisible62. 
Sin embargo, es razonable que el juez tenga la facultad para pedir al demandado que aclare 
su posición al respecto y, si este no lo hace, pueda imponerle una consecuencia procesal 
desfavorable.

Por cierto, un estudio dogmático de la inacción del demandado –total o parcial– re-
quiere de más precisiones que las que se pueden hacer en este artículo. Una de ellas, por 
ejemplo, es el caso del litisconsorcio pasivo cuando solo uno de los demandados contesta la 
demanda, pues allí se requiere distinguir si se trata de un litisconsorcio necesario, en cuyo 
caso la rebeldía de uno puede alcanzar a todos, o bien, de un litisconsorcio facultativo, en 
donde tanto la negación como la admisión tácita de los hechos procedería únicamente con 
respecto a los demandados rebeldes63.

V. MECANISMOS PARA ASEGURAR LA EFECTIVIDAD 
DE LA DEFENSA DEL DEMANDADO

Para resguardar el interés del demandado en su defensa durante la etapa de discu-
sión del juicio no basta con las facultades recién descritas, sino que también es necesario 
asegurar su efectividad a través de ciertos mecanismos procesales. Nos referimos con esto 
a ciertas garantías procesales y deberes del demandante, entre los que destacan los tres que 
siguen: primero, asegurar el emplazamiento como un trámite esencial del juicio declarativo; 
segundo, impedir que el actor cambie el objeto del juicio a su antojo; tercero, articular un 
intercambio oportuno de información que permitan al actor y al demandado evaluar sus 
probabilidades de éxito en el juicio.

1.	 Garantizar el emplazamiento

La importancia del emplazamiento para la defensa del demandado no se limita a su 
carácter de diligencia esencial del juicio (art. 795 Nº 1 CPC), sino que también se aprecia 
en algunos preceptos especiales, de los que destacamos dos. Primero, aquella regla de las 
prestaciones mutuas que dispone que el poseedor de buena fe tiene derecho a conservar los 
frutos percibidos (art. 907 inciso 1º CC) y a que le paguen las mejoras útiles (art. 909 in-
ciso 1º CC) hasta antes de contestar la demanda, en el entendido de que el demandado re-
quiere de un plazo –el emplazamiento– para estudiar la acción de quien se pretende dueño, 
de modo que mientas no contesta la demanda no pierde su buena fe respecto del uso y goce 
de la cosa (art. 706 CC)64.

Segundo, la regla que permite interponer el incidente por falta de emplazamiento a 
cualquiera que pudo ser parte en el juicio y no solo al “litigante rebelde” mencionado por 
el artículo 80 CPC, sino que también aquel a quien le empece el fallo (art. 234 CPC) por-
que le van a “afectar sus resultados” (art. 40 CPC). De acuerdo con Felipe Gorigoitía, esta 
interpretación de la ley permite usar este incidente como una forma de controlar judicial-

62  Romero (2021) pp. 229-230.
63  Fernández (2017) pp. 101-104.
64  Pinochet (2018) pp. 111-117.
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mente los casos de litisconsorcio necesario y la participación de los terceros65. Esta posibi-
lidad de incidentar, por lo demás, se mantiene incluso una vez que el juicio ha terminado 
y aunque no exista un vicio, ya que, para pedir su rescisión, basta que el demandado no 
haya tenido conocimiento del juicio. Dicha amplitud demuestra que este incidente es “un 
mecanismo procesal que hace prevalecer en un caso extremo de indefensión la justicia [del 
demandado] por sobre la seguridad jurídica [del actor]”66.

Esta necesidad de asegurar el emplazamiento para dar eficacia al derecho de defensa 
también es refrendada por algunas líneas jurisprudenciales. Una de ellas es la que afirma 
que, en el litisconsorcio pasivo, el primer notificado puede contestar de inmediato (art. 260 
inciso 1° CPC), debido a que el término de emplazamiento es individual en su inicio y 
común en su término67. Otra de estas líneas se aprecia en los juicios de familia cuando la 
demandada comparece sin abogado a la audiencia, en donde, para evitar su indefensión, se 
cita a una nueva audiencia, lo que en la práctica implica una prórroga del plazo para con-
testar la demanda68.

Por contrapartida, también hay que aludir a otras líneas jurisprudenciales que lo que 
buscan es proteger el acceso a la justicia del actor al incentivar al demandado a que no re-
trase su actuación en el juicio. Así, por ejemplo, se ha resuelto que tiene validez la notifica-
ción hecha al mandatario del demandado, aunque su mandato sea general69, o bien, se haya 
notificado a alguien que dejó de ser mandatario con el único fin de evitar el emplazamiento 
de quien era su cliente70. Esto último incluye aquellos casos en que el mandato se revoca 
el mismo día en que se notifica la demanda, “en una actuación cuya finalidad es obvia”71 y 
vulnera la buena fe procesal.

2.	 Impedir la modificación unilateral de la demanda

Una vez que se forma la relación jurídica procesal, el interés del demandado justifica 
que la ley vincule al actor a lo que él mismo definió como objeto y sujetos del juicio en su 
demanda. Es decir, surge una prohibición de modificación unilateral de la demanda. A par-
tir de la litispendencia, entonces, la demanda ya no puede ser alterada por la sola voluntad 
del demandante y la razón que lo explica es el interés del demandado en defenderse. Las 
únicas modificaciones que se pueden hacer a la demanda son aquellas que permite expresa-
mente la ley procesal72.

Al igual que en el sistema procesal civil alemán que originó la reflexión dogmáti-
ca sobre esta prohibición, en la litigación civil chilena la relación jurídica procesal entre 

65  Gorigoitía (2021) pp. 168-180.
66  Gorigoitía (2021) p. 175.
67  Corte Suprema, 19/08/2011 (Parada con Clínica Antofagasta S.A. y Rodríguez), considerando 2°.
68  Corte de Apelaciones de Antofagasta, 27/11/2009, considerandos 5° y 6°.
69  Corte Suprema, 09/10/2003 (Banco de Santiago con Alziary), considerando 9º.
70  Larroucau (2016) pp. 642-643.
71  Corte de Apelaciones de Valparaíso, 01/06/2005 (Sociedad Schafer de Inversiones Compañía Limitada y 
Fuentes con Banco de Chile), considerando 2º.
72  Schilken (2010) p. 240.
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las partes se forma al momento en que se notifica la demanda73. A partir de este instante 
se consolida la disputa en sus dimensiones objetiva y subjetiva74. En la ley procesal civil 
chilena, en particular, esta prohibición de modificar de manera unilateral la demanda está 
claramente consagrada en los artículos 148 y 261 CPC. El artículo 148 CPC reconoce la 
facultad del demandante de retirar unilateralmente la demanda hasta antes de su notifica-
ción, es decir, hasta antes de que se configure la relación jurídica procesal entre las partes. 
Después de la notificación, en cambio, solo puede haber un incidente de desistimiento 
(art. 148 CPC). El artículo 261 CPC, en tanto, también prohíbe las modificaciones uni-
laterales a una disputa pendiente, ya que las rectificaciones y ampliaciones del demandante 
después de notificada la demanda se consideran como una nueva demanda que requiere de 
otra notificación para dar lugar a una nueva relación jurídica procesal. O sea, en ambos ca-
sos un cambio unilateral no es una modificación, sino que un reinicio que deja intactas las 
posibilidades de defensa del demandado.

En esta misma línea, además, se pueden mencionar otras manifestaciones concretas 
de esta prohibición en la ley chilena. Nos limitamos a señalar las tres que siguen. Primero, 
el actor no puede cambiar el fundamento jurídico de su acción en la réplica, ya que, de 
hacerlo, según Ramón Domínguez Benavente, “se estaría admitiendo por los jueces una 
nueva demanda, porque no otra cosa [supone] el cambio de causa petendi”75. Incluso si se 
adhiere a la jurisprudencia mayoritaria, según la cual la causa de pedir se funda principal-
mente en los hechos y no en el derecho76, esta alteración en el fundamento jurídico de la 
demanda en un escrito posterior siempre debería quedar supeditada a la posibilidad de que 
el demandado pueda contradecir los nuevos argumentos a tiempo para evitar decisiones 
sorpresivas en su contra77.

Segundo, la prohibición de alterar la demanda también es el criterio que se tuvo en 
cuenta la década pasada al permitir que la empresa aseguradora asumiese la defensa del ase-
gurado en un juicio de responsabilidad civil (art. 573 del Código de Comercio reformado 
por Ley Nº 20.667 de 2013) con el fin de evitar simulaciones entre la víctima y el asegura-
do, resguardando de este modo el derecho de defensa de quien paga los daños78.

Tercero, la intangibilidad de la relación jurídica procesal también es lo que explica el 
antiguo debate acerca de si eran válidos los escritos presentados sin firma en el mesón del 
tribunal, ya que la rúbrica servía para identificar al actor y, de este modo, se hacía posible 
que el demandado preparase una defensa de manera eficaz y eficiente79.

En síntesis, lo que muestran todos estos ejemplos es que, una vez que existe la rela-
ción jurídica procesal entre las partes, los límites del juicio dejan de estar a disposición del 
actor en resguardo del derecho de defensa del demandado.

73  Bordalí, Cortez y Palomo (2013) p. 142.
74  Anabalón (1954) p. 118.
75  Domínguez (1983) p. 45.
76  Corte de Apelaciones de Santiago, 03/11/2000 (Canto con Corporación Municipal de La Florida), consi-
derando 13º.
77  Pérez (2020) p. 298.
78  Lagos (2017) p. 60.
79  Salas (1992) pp. 165-169.
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3.	 Articular un intercambio preparatorio de información

Para que el ejercicio de las facultades del demandado sea eficaz este tiene que contar 
con información relevante para su defensa. En la versión original del Código de Procedi-
miento Civil de 1903, por ejemplo, tanto el actor como el demandado debían acompañar 
en sus primeras actuaciones los documentos en que se fundaban sus alegaciones, fueran 
instrumentos públicos o privados, ya que la ley no distinguió al respecto (art. 252 inciso 1º 
CPC). En la práctica, además, el actor tenía todo el término de emplazamiento para acom-
pañar estos documentos y el demandado disponía del plazo de la réplica para lo mismo80.

Una regla similar es la que rige actualmente en los procedimientos judiciales del 
trabajo, aunque en este caso solo es el actor quien debe acompañar la prueba documen-
tal acerca de las actuaciones administrativas sobre los hechos a los que se refiere su acción 
(art. 446 inciso 2º del Código de Trabajo) y el demandado queda libre de esta exigencia, tal 
como ocurrió para ambos litigantes en los procedimientos civiles después de la reforma de 
1988, la cual eliminó este intercambio preparatorio entre las partes (art. 255 CPC modifi-
cado por Ley Nº 18.705).

El problema con la reforma de 1988 en este punto es que ella pasó por alto la dis-
tinción que subyace a este intercambio de información, entre documentos fundantes y 
justificatorios, la cual es útil para el derecho de defensa del demandado. Tal como explica-
ron Eleodoro Ortiz y Carlos Pecchi, esta distinción dogmática es relevante en atención a la 
oportunidad procesal en que se rinde la prueba y a la necesidad de la contraparte de con-
tradecir o no los hechos que se mencionan en los documentos. En efecto, la exigencia de 
presentar los documentos en la demanda se refería solo a los que apoyan la causa de pedir, 
no a los hechos controvertidos81, pues, aún no se recibe la causa a prueba (art. 318 CPC) 
y los destinatarios de cada una de estas informaciones son distintos: los documentos pro-
batorios van dirigidos a la comprobación de los hechos por el juzgador y forman parte del 
esclarecimiento probatorio; en cambio, los documentos fundantes tienen como fin permitir 
al demandado tomar decisiones sobre su defensa de forma previa a la actividad probatoria, 
formando parte del esclarecimiento preparatorio82.

La regla original del Código de Procedimiento Civil, entonces, tenía la ventaja de 
que permitía a los sujetos procesales distinguir entre los destinatarios de la información, 
algo que el Proyecto de Código Procesal Civil de 2012 (Boletín Nº 8197-07) propuso 
retomar como regla general (art. 254) y que, por lo demás, coincide con la tendencia 
comparada de ampliar el esclarecimiento preparatorio en sede civil83. La distinción entre 
documentos fundantes y justificatorios, en particular, también es útil para el propio actor, 
quien no puede anticiparse a todos los hechos que podrían ser considerados relevantes por 
el demandado en su contestación, de modo que habrá documentos que no estará en condi-
ciones de saber que los debe acompañar en su demanda. De hecho, el artículo 252 del Có-
digo de 1903 original fue criticado precisamente porque parecía imponer “a los litigantes 

80  Cánovas (1963) p. 85.
81  Ortiz y Pecchi (1979) pp. 77-80.
82  Ortiz y Pecchi (1979) p. 78. En detalle sobre la base conceptual de esta distinción, Vogt (2022) pp. 164-167.
83  Vogt (2022) pp. 170-172.
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un esfuerzo prematuro y muchas veces inútil”, de modo que podía “ser fuente de incidentes 
dilatorios”, ya que cada parte podía intentar ampliar la noción de documento fundante 
para tratar de impedir que la otra lo agregase durante la fase probatoria en calidad de docu-
mento justificatorio84.

En suma, el diseño del proceso civil actual en Chile muestra un gran vacío en el ac-
ceso a información por parte del demandado para la preparación de su defensa. En él no 
hay mecanismos de esclarecimiento preparatorio que operen en su favor. Si bien la ley pro-
cesal reconoce en las medidas prejudiciales preparatorias un mecanismo de esclarecimiento 
preparatorio, se trata de un derecho que, en general, está reservado al futuro demandante 
(arts. 273 y 288 CPC), lo que genera una asimetría incompatible con el derecho de defensa 
del demandado.

VI. CONCLUSIONES

Este artículo analiza el contenido normativo de las cuatro principales facultades 
procesales del demandado para defenderse en un juicio civil: la facultad de interponer ex-
cepciones procesales, la de introducir afirmaciones de hecho o pronunciarse respecto a los 
hechos alegados por el actor, la facultad de ofrecer una calificación jurídica propia del caso 
y la de interponer excepciones perentorias. Todas estas facultades se distinguen, primero, de 
las actuaciones procesales mediante las cuales se ejercen y, segundo, de las cargas procesales 
asociadas a su no ejercicio. Estas cargas pueden prever una consecuencia general (preclu-
sión) y consecuencias especiales que son adversas a quien no actúa. Estas consecuencias 
adversas especiales varían según si la inacción del sujeto emplazado es absoluta o relativa.

Este trabajo demostró que, en el juicio civil declarativo en Chile, la posición institu-
cional del demandado ya no puede ser concebida como una licencia para entorpecer la de-
manda del actor, sino como parte de una relación jurídica procesal en donde lo que se espe-
ra del sujeto emplazado es que se defienda. Esto no excluye del todo las estrategias basadas 
en una omisión, pero el demandado que elige ese camino paga un precio por ello. Es por 
esto por lo que las facultades de defensa del demandado presuponen, en cuanto expresión 
del derecho a ser oído y del principio dispositivo, ciertas medidas procesales para asegurar 
su efectividad, entre las que destacan tres: la garantía de emplazamiento como un trámite 
esencial del juicio declarativo, la consolidación de lo que el actor entiende por objeto del 
juicio una vez notificada la demanda y el intercambio oportuno de información que permi-
ta al demandado articular su estrategia de defensa.

Uno de los principales defectos de la ley procesal civil chilena vigente es que, tanto 
las facultades procesales del demandado como los mecanismos que deberían asegurarlas, se 
regulan en forma fragmentaria e incompleta. El no ejercicio de las excepciones procesales, 
por ejemplo, tiene como consecuencia el efecto preclusivo, salvo que se trate de un defecto 
procesal que se pueda corregir de oficio por el juez (art. 84 inciso final CPC). En el caso 
de las excepciones procesales, en particular, la ley a veces extiende la oportunidad de in-
terponer algunas de ellas después de contestada la demanda (art. 310 CPC). Esto induce a 

84  Ortiz y Pecchi (1979) p. 78.
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confundir estas facultades con cargas, por cuanto su efecto es similar, pues la necesidad de 
cumplir con ellas pasa por evitar la preclusión, sin generar un efecto adverso especial.

Lo mismo ocurre con la importante omisión de controvertir los hechos, en donde, 
a diferencia de otros ordenamientos jurídicos, como el alemán o el ecuatoriano, la no con-
testación de la demanda no tiene como secuela su reconocimiento tácito en todos los casos. 
Esto es así porque la facultad del demandado de controvertir no se halla regulada como 
carga, de modo que, si no la ejerce, el juez puede presumir una situación favorable para el 
demandado, tal como ocurre en la práctica.

Esta regulación fragmentada e incompleta se pone de manifiesto una vez que se adop-
ta el punto de vista de la relación jurídica procesal para analizar la posición del demandado 
en el juicio civil. Este enfoque permite identificar los fundamentos sobre los cuales se debe 
sostener una fase de discusión judicial que reconozca la defensa del demandado de un modo 
que sea consistente con el derecho a ser oído y el principio dispositivo. Estos pilares son: el 
reconocimiento legal de las cuatro facultades de defensa mencionadas en un inicio, el asegu-
ramiento de las condiciones para su ejercicio eficaz y la regulación legal del riesgo de la inac-
ción, esto es, de las consecuencias perjudiciales de abstenerse de ejercer dichas facultades. El 
debate sobre el nuevo Código Procesal Civil debería dar cuenta de estos pilares.
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